






Yemen comparte características con 
muchos otros países que acogen a 
refugiados urbanos: la falta de soluciones 
duraderas, el problema de cuantificar a 
la población, un gobierno que elude las 
responsabilidades de la Convención, 
la hostilidad de una comunidad antes 
hospitalaria, la intromisión del Gobierno 
a favor de los socios implementadores 
y, lo más importante, la inadecuada 
provisión de alimentos, protección, 
servicios de salud y educación. 
La inmensa mayoría de los refugiados 
urbanos asentados en Yemen son de 
origen somalí, aunque también hay 
una cantidad sustancial de etíopes, 
eritreos e iraquíes. Más de 50.000 
somalíes llegaron a Yemen en 2008 –un 
70% más que en 2007– huyendo de los 
crecientes conflictos entre el gobierno 
de Etiopía y los insurgentes oromos.  
El pueblo yemení suele enorgullecerse 
de que Yemen acoge a los refugiados 
somalíes mientras que sus vecinos árabes 
más ricos los rechazan. Los yemeníes 
creen que esto indica que están más 
adheridos a su deber profundamente 
arraigado al Islam de ofrecer asilo a 
aquellos que huyen de la persecución. 
Pocos son conscientes de que Yemen –el 
único país de la Península Arábiga que 
firmó la Convención sobre el Estatuto 
de los Refugiados de 1951 y su Protocolo 
de 1967– está obligado por el Derecho 
Internacional a conceder a todo el 
mundo la facultad de solicitar asilo. Sin 
embargo, Yemen no ha promulgado una 
legislación nacional para la cuestión 
de los refugiados y sus necesidades 
se tratan cuando es necesario, sin que 
exista una planificación previa. Tras 
la prolongada defensa de esta idea por 
parte del ACNUR, en junio de 2009 el 
Gobierno creó el Ministerio de Asuntos de 
Refugiados, si bien su papel es incierto.
No existen soluciones duraderas para 
los somalíes. En 2008 sólo 40 somalíes 
fueron repatriados voluntariamente. 
El reasentamiento no es una opción 
viable –en la primera mitad de 2009 
apenas 164 somalíes fueron reasentados 
– y el gobierno yemení ha subrayado 
en repetidas ocasiones su oposición 
a la integración local. A somalíes que 
llevaban más de veinte años viviendo 
de forma legalizada en Yemen se 
les ha denegado la nacionalidad. 
Aunque ACNUR posee los datos 
de aquellos somalíes que se han 
presentado en los centros de recepción, 
no tiene medio de calcular quienes 
han abandonado Yemen más tarde 
o residen fuera del único campo de 
refugiados del país, Kharaz, situado en 
la inhóspita región del este de Adén. 
El gobierno yemení declara que hay 
800.000 refugiados somalíes. ACNUR 
informaba de que, a finales de junio de 
2009, había en Yemen 154.009 refugiados: 
13.143 en Kharaz y el resto en áreas 
urbanas. No obstante, el personal del 
ACNUR reconoce de manera extraoficial 
que dependen de suposiciones.  
Las discrepancias entre las estadísticas 
del gobierno yemení y las del ACNUR se 
complican debido al número de personas 
de la etnia muwalidiin, mestizos de 
ascendencia yemení y somalí/etíope. 
Los comerciantes yemeníes han vivido 
durante siglos en el Cuerno de África, 
aunque seguían manteniendo el contacto 
con sus tierras natales. Desde la década 
de los 80, una cifra considerable de 
muwalidiin han vuelto a Yemen como 
consecuencia de los conflictos y la 
interrupción del comercio. Muchos se 
han asentado en zonas urbanas y se 
les ha reconocido como yemeníes, aún 
cuando en muchos casos carecían de 
documentos de identidad oficiales. Los 
muwalidiin suelen ser estigmatizados 
por los yemeníes, nunca tienen un estatus 
social superior al de los somalíes y los 
etíopes en una nación con conceptos 
de jerarquía social inherentemente 
racistas y profundamente afianzados. 
Muchos refugiados somalíes creen que el 
gobierno de Yemen y ACNUR 
favorecen a los muwalidiin, y 
alegan que la mayoría de los 
reasentados se han presentado 
falsamente como refugiados. 
Derechos de los refugiados 
Existen grandes discrepancias 
sobre derechos entre el 
gobierno de Yemen, que 
asegura que los refugiados 
somalíes disfrutan de ellos, 
y los testimonios de estos 
últimos. El Gobierno alega 
que no se ha restringido a los 
somalíes el acceso al empleo, 
a los servicios de salud o a 
la educación, mientras los 
refugiados señalan una serie 
de restricciones y deficiencias. 
Empleo: en una nación 
asolada por el desempleo 
y el subempleo masivo, 
Ser refugiado urbano en Yemen ofrece muchos menos beneficios 
que en un campo de refugiados y apenas más oportunidades.


















pocos hombres refugiados pueden 
encontrar un trabajo estable. En Saná 
ganan dinero lavando coches o vaciando 
letrinas.  Algunos hombres con más 
edad y estudios consiguen trabajo como 
profesores de inglés y un pequeño 
número de somalíes están a cargo de 
quioscos, ciber-cafés y restaurantes. 
La aplastante mayoría, sin embargo, 
depende de cualquier tipo de ingreso que 
obtengan las mujeres. En una sociedad 
tradicionalmente patriarcal esto suele 
provocar malestar psicológico y se están 
incrementando los casos de somalíes 
que abandonan a sus mujeres e hijos en 
Saná y se marchan a Arabia Saudí.
Es frecuente ver a mujeres somalíes 
mendigando. La mayoría de las 
que tienen un empleo permanente 
trabajan como empleadas domésticas 
en hogares yemeníes, aún cuando 
muchas se ven obligadas a dejar a sus 
hijos desatendidos, a menudo atados 
a la cama1, cuando van a trabajar. 
A causa de la inflación crónica los 
refugiados tienen cada vez más 
difícil comprar suficiente comida. 
Los restaurantes solían dar a los 
somalíes los alimentos que no habían 
sido consumidos hasta que la crisis 
económica empeoró en Yemen. A día 
de hoy, los somalíes compiten por las 
sobras con los yemeníes desnutridos.   
Las objeciones del Gobierno a que los 
somalíes tengan acceso al mercado 
laboral en condiciones de igualdad 
con los ciudadanos yemeníes han sido 
enérgicamente refutadas. La economía 
de Yemen se va deteriorando cada vez 
más y esto ha llevado a que hasta los 
trabajos menos cualificados se reserven 
a sus ciudadanos. Los somalíes se quejan 
de la falta total de derechos laborales, 
así como de la indiferencia y pasividad 
oficial cada vez que intentan plantear 
una queja contra los empleadores. 
Identificación: los refugiados tienen 
derecho a recibir de forma gratuita 
carnés de identidad expedidos por el 
Gobierno. Sin embargo, las autoridades 
han tomado por norma solicitar sobornos 
a cambio. Refugiados recién llegados 
han denunciado que se les pidió que 
pagaran  la cantidad equivalente a 
15 dólares a miembros de la policía y 
funcionarios. Como no pueden pagar, 
muchos no solicitan el carné de identidad. 
Sin embargo, los somalíes sin carné 
pueden ser arrestados y es cada vez más 
difícil alquilar alojamiento sin el carné 
vigente. La mayoría de las empresas de 
envío de dinero no reconocen carnés 
expedidos recientemente, lo que obliga a 
los somalíes que reciben fondos a pagar 
a intermediarios yemeníes. ACNUR y 
el Gobierno de Yemen han iniciado una 
campaña financiada por la Unión Europea 
para inscribir a los refugiados somalíes 
en el registro, pero los refugiados quieren 
que la UE reconozca que la incapacidad 
para pagar sobornos podría impedir 
a muchos inscribirse en el registro y 
obtener así un carné de identidad. 
Sanidad: Debido a que los servicios 
de salud públicos de Yemen se están 
desmoronando, los yemeníes lo tienen 
más difícil que nunca para recibir 
la atención médica profesional. Las 
instituciones sanitarias públicas 
ya no proporcionan medicamentos 
gratuitos a los yemeníes y los 
somalíes denuncian que se les 
ignora en los hospitales públicos. 
Educación: Se estima que sólo un cuarto 
de la población infantil somalí en Saná 
está matriculada en la escuela debido 
a que muchos no pueden pagar los 
uniformes, los libros, el transporte o la 
comida. Con frecuencia los estudiantes 
somalíes son víctimas de acoso y de 
intimidación por causas raciales. 
Libertad de movimiento: Aunque los 
refugiados somalíes posean un carné 
de identidad vigente, el Gobierno 
reimpide su desplazamiento entre 
ciudades yemeníes, ordenando a las 
compañías de autobuses y taxistas de 
que no los trasladen. Son frecuentes 
las denuncias de somalíes a los que 
han detenido en controles, exigido que 
paguen sobornos y se les ha insultado, 
arrestado o abandonado en la cuneta sin 
medios para volver con sus familias.  
Percepciones de los refugiados 
Principales quejas planteadas 
por los refugiados urbanos:
■■ Los refugiados sostienen que muchos 
miembros del personal de los seis 
socios implementadores yemeníes 
del ACNUR en Saná piden sobornos. 
Se muestran especialmente críticos 
con el mayor y más establecido 
socio, alegando que sólo se trata con 
respeto a los refugiados  cuando el 
personal internacional del ACNUR 
está presente, que su clínica sólo 
les facilita analgésicos, que el 
personal médico no les facilita el 
traslado a instituciones sanitarias 
gubernamentales y que los guardias 
acostumbran a insultar a pacientes y 
cuidadores.  Los refugiados demandan 
más servicios por parte de los socios 
implementadores internacionales y 
que ACNUR mejore su seguimiento.
■■ No se satisfacen las necesidades 
nutricionales básicas. Las familias 
más vulnerables pueden solicitar a 
los socios implementadores yemeníes 
una de las ayudas de 25 dólares 
que ofrece ACNUR y cupones de 
racionamiento, pero optar a ellas 
requiere de trámites burocráticos. Los 
representantes somalíes denuncian 
que menos de 80 familias en Saná 
reciben ayuda de manera habitual. 
■■ Muchos refugiados -en especial las 
familias encabezadas por mujeres- 
quieren ser reubicados en el campo 
de Kharaz, donde dispondrían de 
acceso a alimentos, servicios de salud 
y educación. Sin embargo, ACNUR les 
disuade encarecidamente de volver 
allí, supuestamente para disponer 
de espacio para futuros refugiados. 
Esta política ha sido muy criticada. 
Los somalíes dicen que, a falta de 
apoyo fiable, no es sorprendente 
que muchos acaben dedicándose 
a la prostitución o al robo.  
■■ ACNUR se adhiere a la política yemení 
de prohibir a las organizaciones 
extranjeras contratar a refugiados. 
Los únicos que reciben ingresos del 
ACNUR son los traductores que 
contratan de forma eventual. Los 
refugiados piden a ACNUR que desafíe 
esta política yemení y abogue porque 
haya un cupo de extranjeros en las 
organizaciones de ayuda humanitaria.  
■■ Los microcréditos y los programas 
de formación profesional no cuentan 
con suficiente financiación. El 
crédito medio del ACNUR –de 100 
a 200 dólares – no es suficiente para 
poner un negocio y sólo las mujeres 
pueden optar a ellos. Por otro lado, 
los refugiados creen que quienes 
imparten la formación profesional no 
están suficientemente preparados.
■■ No existe un sistema de coordinación 
entre el Gobierno, ACNUR, los 
socios implementadores y las 
ONG internacionales que se 
interesan por los refugiados.  
■■ Los refugiados también piden a 
ACNUR que proteste contra la 
corrupción, la intimidación de 
la policía a los refugiados y las 







Desde finales de los años 90, las mayores ciudades de 
Colombia son el escenario del desplazamiento forzado 
entre barrios y comunas. La ciudad sigue recibiendo 
población expulsada de las áreas rurales pero éstas ya 
no representan un refugio seguro para ellas. Los actores 
armados ilegales atraídos por la importancia de los recursos 
de la ciudad, humanos y otros, han llevado la guerra a 
la ciudad causando más violencia y desplazamiento.
Algunos de los afectados se han trasladado a zonas 
vecinas, mientras que otros han regresado a sus primeros 
hogares. Es más difícil para las personas que tuvieron 
que mudarse de lugares más lejanos o que han sido 
desplazadas de nuevo.  Con cada desplazamiento “es 
como ir de un infierno a otro”, como dice una mujer.  A 
las víctimas del desplazamiento masivo, es decir, cuando 
son expulsadas 50 ó más personas en un solo evento, 
son trasladadas a escuelas y otros centros públicos por 
períodos prolongados de tiempo, con malas condiciones 
de vida, hacinamiento y donde ni siquiera son protegidos 
de los grupos armados que causaron el desplazamiento.  
Aunque el trayecto del desplazamiento en la ciudad es 
corto, no son menores sus pérdidas y la vulneración de 
sus derechos. En un caso, personas refugiadas en una 
escuela local, un espacio no adecuado para vivir, solicitaron 
ayuda a las autoridades: se les negó al considerar que 
la atención sólo era para los desplazados del campo a la 
ciudad.  Su reacción logró una victoria legal, consiguiendo 
el reconocimiento del desplazamiento intraurbano y la 
obligación del Estado de reconocer y atender a los afectados. 
No obstante, no terminó la resistencia al reconocimiento 
de este desplazamiento y, en consecuencia, en muchos 
casos se niega la atención de estas personas.
Este incumplimiento por parte del Estado de proporcionar 
medios de protección implica que sus ciudadanos son 
más vulnerables al desplazamiento. Algunos desplazados 
han llevado el caso a los tribunales y han obtenido 
atención, otros no han declarado su situación por 
miedo y prefieren permanecer invisibles. El resultado 
es el de que las autoridades y la sociedad en general 
subestiman los efectos de deterioro en sus vidas. Quiénes 
han ganado casos judiciales lo hicieron enfrentándose 
al miedo y emprendiendo acciones colectivas.
Entre el 2000 y el 2004, más de 4.000 personas, se vieron 
obligadas a huir de sus hogares en Medellín. Aunque el 
desplazamiento intraurbano disminuye, se mantienen cifras 
muy altas en ésta y otras grandes ciudades y la sensación 
de que las fuerzas que desplazan a las personas en la 
ciudad, podrían reaparecer en cualquier momento.
Luz Amparo Sánchez Medina (lsanchez@region.org.co) es 
antropóloga en la Corporación Región en Medellín, Colombia.
ACNUR ha realizado recientemente 
grandes esfuerzos para mejorar las 
relaciones con los refugiados urbanos. 
Los somalíes están impresionados por 
el interés de los voluntarios recién 
nombrados por la ONU por conocer 
la realidad de sus vidas. ACNUR ha 
promovido la elección de comités para 
representar a las comunidades de 
somalíes en Saná y Adén con el fin de 
plantear sus necesidades a las autoridades 
yemeníes, lo que ha dado grandes 
esperanzas a los refugiados. ACNUR 
ha alquilado un edificio en Saná para 
utilizarlo como centro comunitario, 
aunque no tiene mobiliario, ni 
equipamiento y los miembros del comité, 
que no perciben retribución económica 
alguna, llaman la atención sobre las 
irreales expectativas que la comunidad 
se ha hecho acerca de ellos. No importa 
lo comprometidos que estén a ayudar a 
sus conciudadanos refugiados; carecen 
de los medios para hacerlo y tienen que 
dar prioridad a su propia supervivencia. 
ACNUR carece de fondos e influencia 
política en Yemen para poder ejercer 
por completo su trabajo, asistiendo y 
protegiendo a los refugiados urbanos. 
En medio de un clima económico 
que sigue empeorando –y con un 
nivel de desplazamientos urbanos 
aumentando de manera significativa 
por el conflicto en el norte del país– 
parece que las oportunidades para los 
refugiados somalíes en las ciudades 
yemeníes continuarán disminuyendo. 
Tim Morris (tim@timmorris.info), editor 
y asesor independiente, ha trabajado en 
Yemen como antropólogo y voluntario 
para el desarrollo. Recientemente 
ha escrito un estudio global sobre 
desplazamientos hacia áreas urbanas 
para ACNUR y la Alianza de las Ciudades, 
y ha preparado una bibliografía que 
se encuentra disponible (en inglés) en: 
http://www.unhcr.org/4b0ba1209.html
En http://tinyurl.com/MorrisGuardianYemen 
está disponible una versión de este 
artículo. Si desea ampliar la información 
sobre las operaciones de ACNUR 
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